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INTRODUCCION 
 

Como es de conocimiento público, el 
inciso e) del Artículo 29° de la Ley N° 
24750, “Ley de Financiamiento del Pre-
supuesto del Gobierno Central para 
1988”, facultó al Poder Ejecutivo para 
que, de conformidad con el artículo 188° 
de la Constitución Política del Perú, y en 
el plazo de ciento veinte días útiles, pre-
vio informe de las Comisiones de Econo-
mía y Finanzas de la Cámara de Senado-
res y Diputados, dicte mediante Decreto 
Legislativo las normas destinadas a crear 
un impuesto que afecte el patrimonio neto 
personal considerando la capacidad con-
tributiva. 

 

Al amparo de la referida delegación de 
facultades legislativas, dentro del plazo 
de ley, el 31 de diciembre de 1987 se pu-
blicó el Decreto Legislativo N° 451, en 
adelante “El Decreto”, por el cual se crea 
un impuesto denominado “al patrimonio 
neto personal” vigente a partir del ejerci-
cio gravable 1988. 

 
Posteriormente se han dictado diversas 

normas en relación con dicho tributo, 
entre las cuales cabe destacar el Decreto 
Supremo N° 176-88-EF, publicado el 27 
de setiembre de 1988, en adelante “El Re-
glamento”, y por el cual se aprueban las 
normas reglamentarias del Decreto Legis-
lativo N° 451. 

* Profesor en la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad de Lima. 
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El tributo creado y reglamentado por 
las normas antes referidas constituye el 
tema de las “Primeras Jornadas Naciona-
les de Derecho Tributario”, a la cual so-
metemos esta ponencia individual, la mis-
ma que tiene como propósito fundamen-
tal efectuar un análisis del impuesto al 
patrimonio neto personal creado por el 
Decreto Legislativo N° 451 en lo concer-
niente al régimen aplicable a las personas 
naturales domiciliadas en el Perú. 

 
Para la consecución del objetivo trata-

do partiremos del principio de “capacidad 
contributiva” que, como hemos observa-
do, inspiró la delegación de facultades 
para la expedición del citado Decreto 
Legislativo N° 451 y a la luz del mismo 
revisaremos aquellos aspectos de la legis-
lación del tributo que se ubican dentro del 
ámbito de nuestro trabajo.  Esperamos que 
como consecuencia de nuestro estudio 
quede esclarecido en qué medida la 
“capacidad contributiva” ha sido el prin-
cipio rector para la dación de las normas 
que actualmente regulan el impuesto al 
patrimonio neto personal y por consi-
guiente estemos en aptitud de opinar res-
pecto a si el Poder Ejecutivo dio cumpli-
miento a la voluntad del Congreso de la 
República “creando un impuesto que 
afecte el patrimonio neto personal, consi-
derando la capacidad contributiva”. 
 
1. CAPACIDAD CONTRIBUTIVA Y 

CONSTITUCION 
 

Una característica fundamental de la 
relación jurídico-tributaria es que la mis-

ma se encuentra ubicada en el ámbito del 
derecho público.  Ello significa que el 
Estado en su condición de sujeto activo 
del tributo ejerce sobre el contribuyente 
su “facultad de imperio”, la misma que en 
materia tributaria se traduce a través del 
“poder tributario”. 

 
Diversos autores han definido el con-

cepto “poder tributario”, resultando suma-
mente interesante e ilustrativa la defini-
ción esbozada por el profesor Giuliani 
Fonrouge que señala que “por poder 
tributario debemos entender la facultad o 
posibilidad jurídica del Estado de exigir 
contribuciones con respecto a personas o 
bienes que se hallan en su jurisdicción”. 
(1) 

 
Si bien el “poder tributario” constituye 

una facultad intrínseca del Estado, su 
ejercicio supone el respeto de determina-
dos principios que recoge la tributación.  
Dentro de esos principios se encuentra el 
de “capacidad contributiva”. 

 
Según dicho principio, podemos opi-

nar que los miembros de una colectividad 
deben tributar en función de su capacidad 
económica.  Este principio encuentra su 
fundamento en el principio de igualdad 
recogido a nivel constitucional, según el 
cual “debe otorgarse un mismo tratamien-
to a quienes se encuentran en situaciones 
análogas”. (2) 

 
Ahora bien, mucho se discute a nivel 

de doctrina sobre los alcances que debe 
otorgarse al principio de capacidad con-
tributiva.  Un sector de la misma sostiene 

(1) Giuliani Fonrouge, Carlos, “Derecho Financiero”, Volumen I, Ediciones: Depalma, Buenos Aires 1987,
pág. 322. 

(2) C.S.N., “Fallos” 179-86, en Giuliani Fonrouge, Carlos, ob. cit. pág. 365. 
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que el poder tributario se legitima en 
cuanto respeta y considera como factor 
fundamental la capacidad contributiva del 
sujeto pasivo del impuesto.  Así, Fernando 
Sainz de Bujarda, a propósito de los prin-
cipios sobre el reparto del tributo, expresa 
“... las normas tributarias sólo serán legí-
timas si en ellas se establecen tributos 
justos y esto sólo acontecerá en la medida 
en que esas cargas se impongan a los 
súbditos en orden al bien común y con 
arreglo a criterios que emanen del Dere-
cho Natural”. (3)  Y agrega más adelante, 
refiriéndose a la relevancia jurídica de 
los principios de tributación recogidos 
constitucionalmente, dentro de los cuales 
se encuentra la “capacidad contributiva” a 
través del principio de igualdad, que “... la 
única actitud razonable será precisamen-
te la de determinar, con el rigor posible, 
la relevancia jurídica de tales principios; 
esto es, mostrar su campo de acción y los 
resortes que en cada ordenamiento per-
mitan darles en la vida real del Derecho, 
una mayor o menor efectividad”. (4) 

 
Por el contrario, hay quienes sostienen 

que la capacidad contributiva constituye 
un criterio para el legislador, pero en 
modo alguno puede ser considerado 
como un dogma jurídico.  Refiriéndose al 
artículo 53° de la Constitución Italiana 
que a la letra señala “todos están obliga-
dos a contribuir a los gastos públicos en 
razón de su capacidad contributiva.  El 
sistema tributario se inspira en principios 
de progresividad”, Giannini indica que 
“es una exigencia ideal, cuya realización 

como en todo campo de la vida social 
queda librada a la prudente apreciación 
del legislador”. (5) 

 
En lo concerniente al régimen imposi-

tivo peruano, nuestra Constitución no ha 
contemplado expresamente la capacidad 
contributiva como principio constitucional 
en materia tributaria.  Sin embargo, ello 
en modo alguno puede llevamos a 
sostener que la Constitución Política del 
Perú no contiene normas que recojan el 
referido principio.  En efecto, el artículo 
139° de la Carta Fundamental hace refe-
rencia a que la tributación se rige, entre 
otros, por los principios de uniformidad y 
justicia.  Dichos conceptos evidentemente 
dejan entrever en el fondo la “capacidad 
contributiva”.  A mayor abundamiento, el 
artículo 77° del texto constitucional pres-
cribe: “Todos tienen el deber de pagar los 
tributos que les corresponden y de sopor-
tar equitativamente las cargas establecidas 
por la ley para el sostenimiento de los 
servicios públicos”. 

 
Lo expresado en los párrafos prece-

dentes nos lleva a concluir que nuestra 
Constitución exige al legislador que, en su 
labor de creación de tributos, respete la 
capacidad contributiva de los sujetos pa-
sivos.  El problema consistirá entonces en 
definir y aplicar dicho concepto a casos 
concretos. 

 
Somos de la opinión de que si bien el 

ejercicio del “poder tributario” en el Perú 
es una facultad del Estado, por mandato 

(3) Sainz de Bujanda, Fernando, “Hacienda y Derecho”, Tomo III, Instituto de Estudios Políticos, Madrid
1963, pág. 186. 

(4) Sainz de Bujanda, Fernando, ob. cit. pág. 187. 
(5) Giannini, I Concetti Fondamentale, en Giuliani Fonrouge, ob. cit. pág. 340. 
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constitucional la expedición de normas 
mediante las cuales se establecen tributos 
debe necesariamente atender a la “capaci-
dad contributiva” de quienes deben so-
portarlos.  Dependerá de la naturaleza de 
cada tributo el énfasis que deba ponerse 
en el cumplimiento del precepto en men-
ción, pero su desconocimiento implica, de 
suyo, una violación a la Constitución 
vigente. 
 
2. MEDICION DE LA CAPACIDAD 

CONTRIBUTIVA 
 

Luego de haber reconocido la trascen-
dencia jurídica de la “capacidad contribu-
tiva” como principio de la tributación en 
el Perú, es menester y tarea ineludible 
establecer los mecanismos legales, en-
tiéndase tributos, que pueden permitir co-
nocer la capacidad de asumir las cargas 
fiscales por parte de los miembros de la 
colectividad. 

 
Al efecto, debemos identificar qué 

manifestaciones de la vida económica 
revelan “posibilidad de pago”.  Coincidi-
mos con el profesor García Mullin en que 
la capacidad contributiva debe medirse a 
través de tres índices fundamentales que 
son, la renta obtenida, el patrimonio del 
cual se es titular y el gasto o consumo que 
se realiza. 

 
De los índices antes enunciados, pen-

samos que los dos primeros, esto es, la 
renta y el patrimonio -capital según Gar-
cía Mullin-, son los elementos que por 
excelencia traslucen la capacidad contri-
butiva.  Respecto al gasto o consumo, si 
bien no negamos su carácter orientador, 

consideramos que es una consecuencia de 
la tenencia de un patrimonio o de la ob-
tención de una renta. 

 
Resulta pertinente referirnos a lo ex-

presado por Sainz de Bujanda sobre el 
particular.  Dicho autor sostiene que “... 
no puede tenerse duda alguna de la insus-
tituible misión que el impuesto personal -
sobre la riqueza, sobre la renta, sobre las 
sucesiones o sobre el gasto- desempeña 
para que la distribución fiscal se acomode 
en toda su plenitud al principio de capa-
cidad contributiva”.  Y agrega que “sólo a 
través de ese tipo de exacción pueden, en 
efecto, los presupuestos de hecho de los 
tributos, darnos la íntegra medida de la 
riqueza imponible de los sujetos, sin per-
juicio, naturalmente, de la función correc-
tora que lleven a cabo los gravámenes 
circulatorios y sobre gastos específicos, 
convertidos, en tal supuesto, de comple-
mentarios del impuesto personal”. (6) 

 
Atendiendo a lo indicado en líneas 

anteriores, podemos manifestar que bási-
camente a través de la renta y el patrimo-
nio se puede medir, de una manera cierta 
aunque no exacta, la capacidad contribu-
tiva. 

 
Por consiguiente, si se quisiera dar fiel 

cumplimiento a los principios que rigen 
nuestra Constitución en materia tributaria, 
encabezados por el de capacidad con-
tributiva, no cabe duda que debiera esta-
blecerse tributos sobre la renta y el patri-
monio. 

 
Nuestro ordenamiento jurídico, desde 

tiempo atrás, contiene disposiciones que 

(6) Sainz de Bujanda, Fernando, ob. cit. pág. 221. 
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establecen tributos sobre la renta.  Recor-
demos la Ley N° 7904 que se mantuvo 
vigente desde 1941 hasta 1968, para dar 
paso al Decreto Supremo N° 287-68-HC, 
sustituido a partir del ejercicio 1982 por 
el Decreto Legislativo N° 200 que, con 
innumerables modificaciones, constituye 
la ley del impuesto a la renta vigente en 
el Perú. 

 
De otro lado, si bien antes de la dación 

del Decreto Legislativo N° 451 nuestro 
ordenamiento jurídico no contenía tribu-
tos que formalmente gravaran el patrimo-
nio neto personal, existen antecedentes de 
tributos, algunos de los cuales se mantie-
nen vigentes, que gravan la propiedad de 
determinados bienes.  Citemos por ejem-
plo el impuesto al valor del patrimonio 
predial, creado por el Decreto Ley N° 
19654 y sustituido por el régimen de la 
Ley N° 23552.  Asimismo, pueden men-
cionarse el impuesto al patrimonio auto-
motriz, el impuesto a las embarcaciones 
de recreo, creados ambos por la Ley N° 
23724.  Sin embargo, reiteramos que tales 
tributos afectan la propiedad de determi-
nados bienes, pero no son gravámenes 
sobre el patrimonio personal, entendido 
éste como el conjunto de derechos y obli-
gaciones de una persona. 

 
En tal sentido, si bien nuestro sistema 

tributario consideraba la capacidad con-
tributiva de los sujetos pasivos, de manera 
fundamental, a través del impuesto a la 
renta, se requería establecer un impuesto 
sobre el patrimonio personal con el pro-
pósito de complementar la función cum-
plida por el impuesto a la renta. 
 

3. EL IMPUESTO AL PATRIMONIO 
PERSONAL COMO COMPLEMEN-
TO DEL IMPUESTO A LA RENTA 

 
Se desprende de todo lo expresado en 

los acápites precedentes la necesidad de 
crear un impuesto sobre el patrimonio de 
las personas naturales que permita, con-
juntamente con el impuesto a la renta, 
medir la capacidad contributiva. 

 
Esta apreciación comparte las tenden-

cias doctrinarias existentes, las mismas 
que llegan a sostener que un impuesto al 
patrimonio personal constituye un com-
plemento necesario del impuesto a la 
renta.  Dentro de este lineamiento, se dice 
que un tributo de tal naturaleza se justifi-
ca “como el método más apropiado para 
gravar la capacidad adicional de pago que 
la riqueza material proporciona, capaci-
dad distinta en todo caso a la de la renta 
que tal patrimonio o riqueza pueda gene-
rar”, (7) 

 
Desde una perspectiva económica, no 

por ello desdeñable, Noboru Tanabe ex-
presa al respecto: “El impuesto anual 
sobre el patrimonio neto ha sido sugerido 
frecuentemente por los expertos fiscales 
como un deseable complemento del im-
puesto sobre la renta.  La razón básica 
para esta sugerencia es la creencia de que 
la renta no es una medida perfecta de la 
capacidad contributiva, pudiéndose con-
seguir una imposición personal más efec-
tiva con el complemento de un impuesto 
sobre el patrimonio neto”. (8) 

 
Reconocemos y coincidimos que teóri-

camente un impuesto sobre el patrimonio 

(7) Lagares Calvo, Manuel, “El impuesto sobre el patrimonio neto”, Instituto de Estudios Fiscales,
pág. 24. 

(8) Tanabe, Noboru, “La imposición sobre el patrimonio neto”, Instituto de Estudios Fiscales, pág.
79. 
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personal constituye un complemento al 
impuesto a la renta dentro de los propósi-
tos que persigue un sistema tributario.  
Empero, tal carácter complementario re-
sulta evidente considerando el ámbito de 
aplicación del impuesto a la renta en el 
Perú.  Expliquémonos. 

 
Tratándose de personas naturales, la 

ley del impuesto a la renta grava aquellas 
rentas que provengan “del capital, del 
trabajo y de la aplicación conjunta de 
ambos factores, entendiéndose como tales 
aquellos que provengan de una fuente 
durable y susceptible de generar ingresos 
periódicos”.  En otras palabras, se gravan 
aquellos ingresos que respondan a la teo-
ría de la renta producto.  Adicionalmente, 
se gravan determinados beneficios, tales 
como las regalías; los ingresos provenien-
tes de la enajenación de bienes conteni-
dos en los numerales (1), (2), (3), (4), (5), 
(7) y (8) del inciso (b) del artículo 3° de la 
referida ley; las indemnizaciones en 
cuanto reparen el lucro cesante y los 
ingresos provenientes de la enajenación 
habitual de bienes. 

 
De lo expuesto podemos colegir que no 

todas las ganancias que pueda generar una 
persona natural se encuentran gravadas 
por el impuesto a la renta en el Perú.  Por 
ello es válido considerar que nuestra ley 
del impuesto a la renta no mide con 
certeza la capacidad contributiva de los 
sujetos del impuesto.  Distinto sería el 
caso si nuestro legislador hubiera recogi-
do el concepto de renta que señala la 
teoría del incremento patrimonial más 
consumo, evidentemente más integral y 
comprensiva de mayores ingresos, lo cual 
permite una mejor medición de la capaci-
dad contributiva.  Es ilustrativa la opinión 

de García Mullin que señala: 
 
“La renta, se dice, interesa como índi-

ce de capacidad contributiva del indivi-
duo, de su aptitud real o potencial para 
satisfacer necesidades, de su poder eco-
nómico discrecional; si ello es así, para 
medirla no hay que recurrir a su origen 
sino a su constatación a nivel personal a 
lo largo de un periodo.  Analizada bajo 
este ángulo, ella se plasma en dos grandes 
rubros: las variaciones patrimoniales y 
los consumos”. (9) 

 
Un segundo argumento a favor del 

carácter complementario surge del análi-
sis del artículo 54° de la ley del impuesto 
a la renta, el cual prescribe que se presu-
me de derecho que los incrementos patri-
moniales cuyo origen no pueda ser justi-
ficado por el contribuyente o responsable, 
constituyen renta neta no declarada por 
éstos. 

 
La eficacia de la presunción antes 

indicada, dependerá básicamente de la 
capacidad que tenga la Administración 
Tributaria para comprobar los incremen-
tos patrimoniales de los contribuyentes.  
Para la consecución de tal objetivo, el ar-
tículo 76° de la ley del impuesto a la renta 
señala que las personas naturales, socie-
dades conyugales y sucesiones indivisas 
deberán incluir en su declaración jurada, 
la información patrimonial que les sea 
requerida.  A través de este mecanismo se 
pretende verificar los incrementos patri-
moniales cuya justificación debe aparecer 
en las rentas declaradas. 

 
En nuestra opinión un mecanismo más 

eficaz para la comprobación de incremen-
tos patrimoniales sería el impuesto al  

(9) García Mullin, Roque, “Manual de impuesto a la renta”, Centro Interamericano de Estudios Tributarios,
Buenos Aires, pág. 22. 
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patrimonio neto personal, que considere el 
conjunto de bienes y obligaciones a cargo 
de las personas naturales. 

 
A través del mismo podrían verificarse 

con mayor certidumbre los incrementos 
patrimoniales, puesto que los contribu-
yentes deberían considerar para el calcu-
lo del tributo todos sus bienes y deudas.  
La omisión de un bien afecto constituirá 
una infracción de carácter sustancial pues 
disminuiría la base imponible y conse-
cuentemente el impuesto a pagarse.  Ello 
es bastante más grave que una simple 
omisión de información, que constituye 
una infracción formal.  Evidentemente, las 
sanciones de carácter fiscal y penal pre-
vistas para la omisión en el pago de tribu-
tos alentarían a los contribuyentes a de-
clarar la totalidad de sus bienes.  De esta 
forma la Administración Tributaria esta-
ría en aptitud de comprobar los incremen-
tos patrimoniales. 

 
Por otro lado, la declaración de bienes 

y deudas por mandato de un tributo espe-
cífico aplicable sobre los mismos, permi-
tiría identificar capitales que eventual-
mente podrían tener la condición de fuen-
te generadora de ingresos gravados con el 
impuesto a la renta, estableciéndose así un 
procedimiento adicional de fiscalización. 
 
4. IMPUESTO SOBRE EL PATRIMO-

NIO NETO PERSONAL 
 

4.1 Características 
 
Partiendo del supuesto de que en nues-

tro sistema tributario resulta necesario 

establecer un impuesto que grave el patri-
monio neto de las personas naturales, con 
el objeto de medir con una mayor aproxi-
mación su capacidad contributiva, es 
preciso para los fines del presente trabajo 
hacer una breve mención de las principa-
les características que en nuestra opinión 
debe contener dicho tributo para cumplir 
con el propósito antes indicado.  Empero, 
previamente debemos definir cuál es el 
hecho económico sobre el cual recae el 
impuesto. 

 
Al efecto, en lenguaje coloquial, pero 

no por ello poco explícito, se sostiene que 
patrimonio es “todo lo que tengo, menos 
lo que debo”.  Sin embargo, existen otras 
definiciones más técnicas que definen el 
referido concepto.  Así el profesor Gui-
llermo Cabanellas señala que patrimonio 
es “el conjunto de bienes, créditos y dere-
chos y su pasivo, deudas u obligaciones 
de índole económica”. (10) 

 
Por su lado, Pedro Flores Polo lo defi-

ne desde el punto de vista jurídico, como 
“la universalidad constituida por el con-
junto de derechos y obligaciones que co-
rresponden a una persona y que puedan 
ser apreciables en dinero”. (11) 

 
Lo expresado en líneas anteriores nos 

permite sostener que técnicamente un tri-
buto sobre el patrimonio que se precie de 
tal debe gravar la diferencia entre los 
bienes y las obligaciones de una persona, 
en cuanto ambos tengan un valor econó-
mico. 

 
Sobre la base de la precisión efectua-

(10) Cabanellas, Guillermo, “Diccionario de Derecho Usual”, Editorial Heliasta S.R.L, Buenos Aires,
pág. 250. 

(11) Flores Polo, Pedro “Diccionario de Términos Jurídicos”, Marsol Perú Editores S.A., pág. 336. 
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da, es menester señalar las características 
más saltantes de un impuesto sobre el 
patrimonio. 

 
En primer lugar y aun cuando nuestra 

afirmación aparentemente sea una verdad 
de Perogrullo, pensamos que el impuesto 
debe considerar el conjunto de bienes 
integrantes del “activo” del contribuyente.  
En ese sentido, deben estar compro-
metidos tanto los bienes muebles como 
inmuebles a que se refieren los artículos 
886° y 885°, respectivamente, del Código 
Civil vigente, en cuanto sean susceptibles 
de propiedad privada.  Noboru Tanabe 
expresa sobre el particular que “la equi-
dad exige que se someta a tributación la 
propiedad en todas sus modalidades”. 
(12) 

 
No obstante lo expresado, somos de la 

opinión de que por razones excepcionales 
y con el objeto de otorgar incentivos 
hacia determinadas actividades, pueden 
excluirse determinados bienes de la base 
del tributo.  Así, por ejemplo, si el Estado 
persigue propiciar inversiones en zona de 
frontera o selva resultaría válido que exo-
nerara del impuesto a las acciones o par-
ticipaciones representativas del capital de 
empresas constituidas en dicha zona.  
Estas disposiciones exoneratorias debe-
rían sustentarse debidamente y ser dicta-
das únicamente en vía de excepción y con 
carácter temporal, pues el tributo por su 
naturaleza debe comprender todos los 
bienes de los contribuyentes. 

 
Por otra parte, un elemento esencial 

para la debida aplicación de un tributo 
consiste en que el sujeto activo se en-
cuentre en aptitud de administrarlo y, 

consecuentemente, fiscalizarlo.  En tal vir-
tud, a pesar de que no resulta del todo 
deseable, deben excluirse de la base im-
ponible aquellos bienes cuyo titular no sea 
susceptible de ser identificado por la 
Administración Tributaria, a través de do-
cumentos públicos, registros públicos o 
cualquier otro medio al alcance del órga-
no encargado de la fiscalización. 

 
En segundo lugar, pensamos que el tri-

buto debe considerar dentro del patrimo-
nio, como una disminución a la base im-
ponible, todas aquellas obligaciones (deu-
das) contraídas por el contribuyente, pre-
vio cumplimiento de dos requisitos; a 
saber: (a) que se encuentren acreditadas 
fehacientemente y (b) que se encuentren 
vinculadas con bienes integrantes del 
patrimonio imponible. 

 
El primer requisito se sustenta en razo-

nes de orden administrativo.  Nos parece 
indispensable que el contribuyente se en-
cuentre en aptitud de acreditar fehaciente-
mente las deudas en que ha incurrido ante 
el ente fiscalizador, pues ellas disminuyen 
la base imponible del tributo y, por 
consiguiente, el impuesto a pagar. 

 
El segundo requisito se sustenta en un 

principio de “causalidad”, en virtud del 
cual sólo podrán deducirse del patrimonio 
todas aquellas deudas cuyo objeto sea 
incorporar, introducir mejoras, mantener o 
reparar bienes afectos. 

 
En tercer lugar, como una consecuen-

cia de las características citadas, cabe 
afirmar que el impuesto al patrimonio 
tiene la condición de un tributo de índole 
personal; es decir, que para su determina-

(12) Tanabe, Noboru, ob. cit. pág. 84. 
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ción se tiene en cuenta la situación del 
contribuyente. 

 
Nos resta indicar que, como quiera que 

el tributo se aplica sobre el patrimonio y 
no sobre la renta, el sujeto pasivo, si bien 
puede tener impuesto a pagar, no necesa-
riamente ha generado una utilidad con la 
cual puede sufragar el pago.  Por consi-
guiente, se ve en la obligación de orientar 
sus bienes hacia actividades generadoras 
de renta que le permitan cumplir con su 
obligación tributaria.  En caso contrario, 
será su patrimonio el que se verá dismi-
nuido por el impuesto.  Atendiendo a estas 
consideraciones se dice que una caracte-
rística del impuesto al patrimonio perso-
nal, es que induce a los contribuyentes a 
invertir en actividades generadoras de 
riqueza. 

 
Refuerza lo señalado el maestro Dino 

Jarach expresando que “en suma, la im-
posición patrimonial, precisamente por 
gravar rentas virtuales no efectivas, cum-
ple con el principio que la doctrina italia-
na ha denominado “productivista” y que 
consiste en premiar a los contribuyentes 
que poseen capitales productivos y en 
castigar a aquellos que posean fondos 
inactivos o bienes improductivos o poco 
productivos”. (13) 

 
4.2 Limitaciones 
 
A lo largo de nuestra exposición he-

mos sostenido la necesidad de que exista 
un impuesto al patrimonio neto, para 
medir la capacidad contributiva de los 
integrantes de la colectividad y para ello 
nos hemos basado en fundamentos de 
orden teórico.  Sin embargo, aun cuando 

es deseable la creación de un impuesto 
concebido con las características descritas 
en el acápite anterior, debemos ser cons-
cientes de que su aplicación encuentra en 
la realidad una serie de limitaciones, que 
no necesariamente, surgen como conse-
cuencia de su aplicación en el Perú, sino 
que le son propias al margen del lugar 
donde se establezca. 

 
Creemos conveniente reseñar y anali-

zar sucintamente algunas limitaciones 
que surgen como consecuencia de la 
implantación del tributo.  Por medio del 
referido análisis verificaremos si las nor-
mas llegan a mediatizar los efectos del 
impuesto. 

 
Un factor decisivo para la aplicación 

del impuesto reside en la correcta deter-
minación de los bienes que conforman el 
patrimonio de los contribuyentes.  En 
principio sosteníamos que deben incluirse 
todos los bienes, excepto aquellos exclui-
dos por razones de incentivos o de fisca-
lización.  Sin embargo, dentro de este 
conjunto de bienes, es posible que los 
contribuyentes transmitan la titularidad de 
bienes afectos hacia personas que por el 
monto de su patrimonio no tienen la con-
dición de sujetos de la obligación tributa-
ria, disminuyendo así de manera total o 
parcial su base imponible.  Asimismo, los 
titulares de bienes afectos pueden sustituir 
los bienes integrantes de su patrimonio 
afecto, por aquellos que por su naturaleza 
no se encuentran comprendidos dentro de 
la esfera del tributo o que no obstante 
encontrarse, resultan de fácil ocultación. 

 
Evidentemente, en uno u otro caso, 

contribuyentes que en realidad cuentan 

(13) Jarach, Dino, “Impuesto sobre el patrimonio y las sucesiones y donaciones”, Instituto de Estudios
Fiscales, pág. 210. 
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con un patrimonio significativo -síntoma 
inequívoco de su capacidad contributi-
va-, se verían eximidos del pago del 
impuesto. 

 
Por otra parte, los bienes que final-

mente resultan afectos, deben ser objeto 
de valorización.  En tal virtud, si se valo-
rizan al costo de adquisición, reajustado 
por inflación, de ser el caso, puede ocu-
rrir que el valor real de los mismos sea 
significativamente superior, de tal suerte 
que el patrimonio resultante no refleje la 
verdadera situación del contribuyente.  
Empero si tal valorización se efectúa a 
valores de mercado se gravaría como 
patrimonio una ganancia aún no realiza-
da, y que eventualmente puede ser objeto 
de un impuesto a la renta al momento de 
su realización, gravándose excesivamente 
dicha porción de riqueza.  En cualquiera 
de ambas hipótesis podría originarse un 
tributo en defecto o exceso que desconoz-
ca la real capacidad del sujeto pasivo. 

 
Al señalar las características del tribu-

to hemos expresado que por medio del 
mismo pueden orientarse inversiones ha-
cia actividades productivas.  Esta alterna-
tiva no excluye la posibilidad de que los 
supuestos contribuyentes, con el propósi-
to de no incrementar su patrimonio o de 
disminuirlo, se dediquen al consumo de 
bienes.  Dicho consumo, además de no 
generar riqueza, puede en muchos casos 
afectar el patrimonio y por consiguiente 
generar un menor impuesto.  En tal sen-
tido la aplicación del impuesto si bien 
puede tener efectos positivos (alentar la 
inversión en capitales productivos), pue-
de tenerlos nocivos (desalentar la inver-
sión y fomentar el consumo de bienes). 

 
4.3 Posibilidades de aplicación. 
 
A manera de síntesis, y antes de entrar 

al estudio de las disposiciones que nuestra 
legislación ha dedicado al impuesto al 
patrimonio neto personal, podemos afir-
mar que si bien el tributo encuentra limi-
taciones reales y concretas para su aplica-
ción, es deseable su imposición a través 
de normas que respeten sus características 
y que de una u otra manera constituyan 
soluciones prácticas a los problemas que 
se derivan de su implantación.  Consi-
deramos que, a pesar de sus limitaciones, 
es un mecanismo que puede permitir una 
tributación en función de la capacidad 
contributiva.  No podemos desconocer, 
sin embargo, que ello debe ir aparejado de 
una recaudación razonable, exigencia res-
pecto de la que no efectuaremos análisis 
alguno pues no es el propósito principal 
de este trabajo.  No obstante ello, en aten-
ción al principio constitucional de econo-
mía en la recaudación, pensamos que el 
impuesto carecería de sentido si fuera 
fiscalmente improductivo. 
 
5. UN PRIMER INTENTO. LA 

RENTA MINIMA PRESUNTA 
 

El Decreto Legislativo N° 399, dicta-
do al amparo de la delegación de faculta-
des legislativas contenidas por la Ley N° 
24582, introduce una figura nueva en 
nuestro sistema impositivo, según la cual 
se presume, sin admitir prueba en contra-
rio, que todas aquellas personas naturales, 
sociedades conyugales o sucesiones indi-
visas con un patrimonio neto superior a 
1,200 Unidades Impositivas Tributarias 
(UIT), determinado conforme a las dispo-
siciones previstas al efecto por dicho 
decreto, obtienen en el ejercicio gravable 
una renta global mínima equivalente al 
3% de dicho patrimonio. 

 
Si bien a través de esta presunción no 

se establece un impuesto sobre el patri-
monio neto propiamente dicho, sí se le 
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considera un elemento determinante para 
la medición de la capacidad contributiva, 
pero no bajo la forma de un impuesto al 
patrimonio, sino más bien sobre la renta.  
En otras palabras por medio de la presun-
ción se sostiene que un patrimonio deter-
minado genera inevitablemente una renta 
mínima, al margen de que en la realidad, 
ésta sea efectivamente producida. 

 
Como hemos manifestado, no creemos 

que a través de la renta mínima presunta 
se haya configurado un impuesto sobre el 
patrimonio neto.  Empero, nos atrevemos 
a pensar que sí constituye un mecanismo 
complementario para medir la capacidad 
contributiva. 

 
En efecto, hemos expresado que los 

impuestos sobre la renta y el patrimonio 
son los tributos que fundamentalmente 
pueden afectar a los contribuyentes en 
función de su capacidad económica.  Con 
anterioridad a la vigencia del régimen de 
la “renta mínima presunta”, era en virtud 
de la renta real generada y declarada por 
los contribuyentes que se verificaba su 
capacidad contributiva, independiente-
mente de la tenencia de un patrimonio.  
Ahora bien, la “renta mínima presunta”, 
tomando como base el patrimonio neto 
del contribuyente, asume que el mismo le 
genera una riqueza mínima sobre la cual 
debe tributar.  En otras palabras, no se 
grava el patrimonio neto por el solo he-
cho de existir, sino que se presume que 
éste es una fuente para la generación de 
rentas y son éstas, las rentas, las que 
constituyen la base del tributo.  Es eviden-
te que el objetivo perseguido por la pre-
sunción es conseguir una tributación en 
función de la capacidad contributiva. 

 
En razón a lo expuesto somos de la 

opinión de que esta figura constituye un 
avance hacia una certera medición de la 

capacidad contributiva, que llega a un 
punto culminante con la implantación de 
un impuesto sobre el patrimonio personal 
Entendemos que si renta y patrimonio son 
los índices a considerar, debe existir un 
tributo sobre cada uno de ellos, determi-
nado sobre bases ciertas, pues ambos se 
complementan.  Por ello, creemos que an-
te la existencia de un impuesto a la renta y 
otro al patrimonio neto, la presunción de 
renta mínima carece de objeto, pues su 
finalidad se cumple a través de la aplica-
ción de los tributos precitados. 
 
6. LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA 

Y EL IMPUESTO AL PATRIMO-
NIO NETO PERSONAL VIGENTE 

 
A lo largo de los acápites anteriores 

hemos tratado de analizar si el impuesto al 
patrimonio neto personal, concebido con 
las características y limitaciones que le 
son propias, constituye un tributo que 
atiende la capacidad contributiva de los 
sujetos del mismo.  Luego del referido 
análisis hemos concluido que un impuesto 
al patrimonio neto personal, actuando 
conjuntamente con el impuesto a la renta, 
permite medir la capacidad contributiva y, 
por consiguiente, su implantación ma-
terializaría el precepto constitucional 
según el cual, todos tienen el deber de 
pagar los tributos que les corresponden y 
de soportar equitativamente las cargas es-
tablecidas por la ley para el sostenimiento 
de los servicios públicos. 

 
La expedición de “El Decreto” me-

diante el cual se crea el impuesto al patri-
monio neto personal, nos llevaría a pen-
sar que se ha acatado la norma constitu-
cional que recoge este principio y que 
adicionalmente se ha cumplido el manda-
to legal contenido en la Ley N° 24750 
que, como recordamos, facultó al Poder 
Ejecutivo para que dicte mediante decreto 
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legislativo, las normas destinadas a crear 
un impuesto que afecte al patrimonio 
personal, considerando la capacidad con-
tributiva. 

 
Frente a estas circunstancias, hemos 

revisado críticamente las disposiciones 
que regulan el tributo en mención y en 
nuestra opinión no reúne las característi-
cas que nos hicieron creer en su necesi-
dad.  Es más, pensamos que su finalidad 
principal, cual es, medir la capacidad 
contributiva, no se consigue a través de 
las normas que lo regulan. 

 
Nos parece excesivo y fuera del alcan-

ce de este trabajo enunciar y comentar 
todas aquellas normas que en nuestra opi-
nión se oponen al objetivo del tributo.  
Hemos considerado preciso circunscribir 
el estudio a aquellos preceptos que se 
deben utilizar para establecer la base im-
ponible del tributo en cuanto concierne a 
sujetos domiciliados.  En consecuencia, a 
continuación nos referiremos a las princi-
pales normas que establecen los bienes y 
las deudas integrantes del patrimonio de 
personas domiciliadas y a aquellas que 
sirven para su valuación. 

 
6.1 Acerca de los bienes 
 
El artículo 1° de “El Decreto” señala 

que el patrimonio afecto está constituido 
por la diferencia entre los bienes ubicados 
territorialmente en el país y las deudas en 
el país, al 31 de diciembre de cada ejer-
cicio.  El artículo 5° del reglamento seña-
la qué bienes se consideran ubicados te-
rritorialmente en el país.  Al respecto, 
creemos pertinente formular nuestros 
comentarios. 

 
6.1.1. Inmuebles 
 
De acuerdo con las normas de “El 

Decreto”, los inmuebles son considerados 
como bienes integrantes del patrimonio de 
los contribuyentes. 

 
Ello nos induce a pensar que se en-

cuentran afectos la totalidad de los bienes 
inmuebles cuya descripción se encuentra 
contenida en el artículo 885° del Código 
Civil vigente.  Sin embargo, el legislador ha 
incluido dentro del referido concepto úni-
camente a los predios, naves y aeronaves. 

 
Entendemos que, dentro del ámbito de 

aplicación del impuesto, deben incluirse 
aquellos bienes susceptibles de identifica-
ción, y que sobre la base de dicho supues-
to se han considerado los predios, naves y 
aeronaves.  Empero, también entendemos 
que existen otros bienes inmuebles cuya 
identificación resulta posible de efectuar 
por la Administración Tributaria y que no 
han sido incluidos.  Dentro de ese orden 
de ideas pensamos que no existen funda-
mentos válidos para excluir del impuesto, 
por ejemplo, las concesiones mineras 
obtenidas por personas naturales, ni tam-
poco los derechos sobre inmuebles inscri-
bibles en el Registro, cuyos valores eco-
nómicos ameritarían su incorporación a la 
base del impuesto. 

 
Por otro lado, se ha omitido tratar la 

figura del usufructo de bienes inmuebles 
que, como se sabe, es un derecho real que 
permite al usufructuario las facultades de 
usar y disfrutar temporalmente un bien 
ajeno.  Este derecho en cuanto se constitu-
ya sobre inmuebles es inscribible en el 
Registro y, por tanto, se le reputa como 
bien inmueble. 

 
En nuestra opinión, el derecho de 

usufructo recaído sobre inmuebles grava-
dos debe considerarse como un bien afec-
to al impuesto.  Como contrapartida de 
ello, el nudo propietario del bien sujeto al 
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usufructo debe disminuir el valor atribui-
do por la ley al bien en cuestión, en cuan-
to no goza de todos los derechos inheren-
tes a la propiedad.  Al respecto, nos pare-
ce apropiada la solución prevista por la 
legislación argentina sobre el particular, 
conforme con la cual en los casos de 
inmuebles afectados con derecho real de 
usufructo, se considerarán titulares por 
mitades a los nudos propietarios y a los 
usufructuarios. 

 
6.1.2. Acciones y participaciones 

sociales. 
 
De conformidad con los incisos (e) y 

(f) del artículo 5° de “El Decreto” las 
acciones y participaciones en el capital de 
sociedades y empresas, constituyen bie-
nes afectos al impuesto.  Estos bienes se 
valorizan, excepto en el caso de acciones 
cotizadas en Bolsa, en función del patri-
monio neto de la sociedad o empresa al 
31 de diciembre de cada ejercicio grava-
ble, establecido según las normas del im-
puesto al patrimonio empresarial, sin 
considerar las exoneraciones que rigen en 
relación con dicho impuesto, consideran-
do todos los bienes de la empresa, aun 
cuando se encuentren ubicados fuera del 
país con carácter permanente y sin aplicar 
la deducción relativa a dividendos, retiros 
y participaciones de utilidades correspon-
dientes al ejercicio. 

 
Conviene recordar que son sujetos del 

impuesto al patrimonio empresarial las 
empresas generadoras de rentas de la 
tercera categoría y que el patrimonio im-
ponible está constituido por el patrimonio 
neto establecido al final del ejercicio.  
Básicamente dicho patrimonio agrupa los 
valores contables de las inversiones o 
aportes de los dueños, socios o accionis-
tas, incluyendo los derechos reconocidos 
a la comunidad laboral, más los superá-

vit de capital, incluyendo el superávits de 
revaluación, las reservas legales, las utili-
dades de libre disposición y el resultado 
del ejercicio. 

 
Efectuadas estas precisiones conside-

ramos que resulta apropiado valorizar las 
acciones o participaciones en función de 
la base imponible del impuesto al patri-
monio empresarial, de acuerdo con las 
reglas enunciadas.  Sin embargo, existen 
casos en que tal mecanismo de valuación 
no resulta equitativo para el titular de 
dichos bienes.  Los principales casos son: 

 
a. Acciones suscritas con posteriori-

dad al inicio del ejercicio. 
 
De conformidad con el artículo 259° de 

la Ley General de Sociedades, la dis-
tribución de los dividendos a los accionis-
tas se realizará en proporción a las sumas 
que hayan desembolsado y al tiempo de 
su integración social al capital social. 

 
Ahora bien, surge del referido disposi-

tivo, que resulta aplicable a falta de pac-
to, que las acciones suscritas con poste-
rioridad al inicio del ejercicio no partici-
pan de los resultados acumulados y del 
ejercicio, en igual proporción que aque-
llas acciones integradas al capital social 
desde el inicio del periodo.  Ello determi-
na que el valor de ambos tipos de accio-
nes pueda diferir.  Sin embargo, la ley 
señala que el valor de las acciones para 
propósitos del impuesto se establece en 
función del patrimonio neto de la socie-
dad, asumiendo que todas las acciones 
participan en los mismos términos y con-
diciones de los resultados que se reflejan 
en el patrimonio, supuesto no necesaria-
mente válido en todos los casos.  Ello 
puede ocasionar una valorización excesi-
va por las nuevas acciones y diminuta por 
las antiguas, lo que configura una situa-
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ción inequitativa. 
 
Ante esta situación proponemos que 

por vía reglamentaria se aclare que la 
sociedad deba valorizar las acciones so-
bre las bases contenidas en la ley, pero 
considerando los derechos que tienen las 
acciones sobre las cuentas patrimoniales. 

 
b. Acciones laborales 
 
Determinados regímenes sectoriales, 

tales como minería o industria, establecen 
la participación de los trabajadores en el 
patrimonio de las empresas a través de 
acciones laborales.  Dichas acciones con-
fieren a su titular entre otros derechos, el 
de participar en la distribución de utilida-
des y distribución de acciones liberadas 
por aumentos de capital por revaloriza-
ción de patrimonio. 

 
Como se sabe, las acciones laborales 

se emiten con cargo a las utilidades del 
ejercicio, pero para propósitos de partici-
pación en los resultados del ejercicio o 
del excedente de revaluación del período 
y tratándose de regímenes industriales, a 
mérito de lo dispuesto por el Decreto 
Supremo N° 036-84-TI/IND, se entienden 
emitidas al día siguiente del cierre del 
ejercicio económico en el que se origi-
nan.  Por tal razón, no participan en dichas 
utilidades ni del excedente de revalua-
ción.  En otras palabras, si bien integran la 
cuenta participación patrimonial del tra-
bajo al cierre del ejercicio, no se benefi-
cian con las utilidades y excedentes de 
revaluación generados en dicho ejercicio. 

 
Las normas que establecen la valoriza-

ción de acciones comunes o laborales no 
discriminan, para su valuación, los dere-
chos que éstos otorgan sobre el patrimo-
nio social.  Por consiguiente, las acciones 
laborales serán valorizadas asumiéndose 

que confieren derechos sobre un patrimo-
nio determinado, incluidos los resultados 
acumulados, y del ejercicio, así como el 
excedente de revaluación.  Sin embargo, 
dichas acciones no participan de tales 
cuentas patrimoniales, lo cual nos permite 
concluir su sobrevaluación y consecuente 
mayor impuesto para su titular. 

 
En tal virtud hacemos extensiva a este 

caso nuestra propuesta formulada en el 
punto anterior. 

 
6.1.3. Créditos 
 
Los incisos (g) y (h) del artículo 5° de 

“El Decreto”, disponen que se conside-
ran bienes en el país afectos al impuesto 
los créditos en moneda nacional o ex-
tranjera, entendiéndose por tales, los 
préstamos en moneda nacional o ex-
tranjera otorgados a personas naturales, 
jurídicas y sucesiones indivisas domi-
ciliadas o no en el país.  Los créditos se 
valorizan en función del valor nominal o 
tipo de cambio de compra según se trate 
de moneda nacional o extranjera, más los 
intereses devengados y los reajustes de 
capital de ser el caso. 

 
Al respecto consideramos sumamente 

restrictiva la definición de crédito dada 
por la ley, circunscribiéndolos a los prés-
tamos de dinero.  Entendemos que bien 
pudo incluirse una definición más amplia, 
que comprendiera a acreencias del contri-
buyente derivadas de la enajenación de 
bienes afectos al impuesto, que son ma-
nifestaciones de capacidad contributiva y 
resultan comprobables por la administra-
ción, y que sólo se encuentran gravadas si 
se representan a través de títulos valores. 

 
Adicionalmente, dado que el deudor 

en muchos casos estaría en aptitud de 
deducir la deuda que tiene con su acree-
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dor por la adquisición de bienes afectos, 
resulta lógico, atendiendo al principio de 
causalidad, que el acreedor tribute por la 
acreencia 

 
Por otro lado, no existe mecanismo 

legal alguno que permita a los contribu-
yentes no considerar como bienes afectos 
aquellos créditos que resultan incobra-
bles, cuando subsiste jurídicamente la 
obligación.  En esta hipótesis, la solución 
práctica para el acreedor seria extinguir la 
deuda por la vía de la condonación, aun 
cuando sería deseable contar con reglas 
como las contenidas, por ejemplo, en la 
ley del impuesto a la renta para la provi-
sión por malas deudas, que permitan a los 
contribuyentes no computar sus acreen-
cias incobrables sin necesidad de extin-
guir la obligación. 

 
6.1.4. Bienes no comprendidos 
 
“El Decreto” ha excluido del ámbito de 

aplicación del tributo determinados 
bienes, según pensamos por razones de 
carácter administrativo, lo cual no hace 
sino confirmar una de las limitaciones del 
impuesto a que nos referimos en acápites 
precedentes.  Sin embargo, somos de la 
opinión de que no existe fundamento para 
excluir de la base imponible los bienes 
intangibles tales como patentes, marcas, 
diseños, modelos, procesos, fórmulas se-
cretas y derechos de autor.  En este caso, 
el Fisco se encuentra en aptitud de cono-
cer a los titulares de tales bienes a través 
de los registros correspondientes, motivo 
por el cual pensamos que deben estar 
afectos al impuesto, estableciéndose como 
reglas para su valorización, las mismas 
que contiene al efecto el Decreto 
Legislativo N° 399, en virtud de las cua-
les los bienes intangibles deben compu-
tarse por su valor de adquisición, obten-
ción o ingreso al patrimonio, reajustados 

por índices de corrección monetaria. 
 
De manera ilustrativa debemos men-

cionar que la ley argentina considera 
como afectos los referidos bienes intangi-
bles. 

 
Pensamos que la omisión materia de 

comentario, constituye una distorsión de 
los propósitos del impuesto. 

 
6.2 Deudas 
 
Como hemos visto, el artículo 1° de 

“El Decreto” define el patrimonio neto 
como la diferencia entre los bienes ubica-
dos territorialmente en el país y las deudas 
en el país.  Ambos al cierre del ejercicio.  
El artículo 6° señala las reglas para la 
valuación de dichas deudas y los requisi-
tos para que puedan deducirse de la base 
imponible del impuesto. 

 
De conformidad con el texto de la ley, 

para la deducción de las deudas se requie-
re: (a) que se encuentren debidamente 
documentadas; (b) estar garantizadas por 
derechos reales sobre bienes situados en 
el país y (c) que se encuentren vinculadas 
a la adquisición de bienes inmuebles y 
vehículos automotores. 

 
Analizando los referidos requisitos a la 

luz de los principios que regulan el im-
puesto, no encontramos objeción alguna 
en cuanto se exige la documentación de 
las deudas, por las razones expuestas 
cuando nos ocupamos de las característi-
cas del impuesto.  Sin embargo, nos pare-
cen excesivas e inequitativas las exigen-
cias restantes. 

 
En efecto, dado que las garantías rea-

les, como es evidente, no son constituti-
vas de una obligación, sino que única-
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mente garantizan su cumplimiento, debe-
mos asumir que la ley ha establecido tal 
exigencia exclusivamente para propósi-
tos de fiscalización. 

 
Consideramos que al requerirse la 

documentación fehaciente para acreditar 
la deuda, tal objetivo queda cumplido.  
Por tanto, resulta innecesario que se exija 
en adición a ello la constitución de una 
garantía real.  Esta exigencia creemos que 
debió limitarse a aquellas deudas contraí-
das con personas no domiciliadas, pues en 
estos casos se requiere de elementos que 
otorguen una mayor seguridad al ente 
fiscalizador. 

 
De otro lado, consideramos que limitar 

la deducción de deudas, a aquellas que se 
encuentren vinculadas con la adquisición 
o construcción de bienes inmuebles o 
vehículos automotores, contraviene abier-
tamente el principio de causalidad entre 
bienes y deudas y, por ello, resulta ine-
quitativo y contrario al propósito del im-
puesto.  No comprendemos el fundamento 
de tal restricción. 

 
En nuestra opinión, las deudas vincu-

ladas con bienes gravados en cuanto 
guarden correspondencia con éstos, de-
ben ser íntegramente deducibles y no 
puede restringirse en modo alguno su 
deducción, lo contrario significa vulnerar 
abiertamente el principio de igualdad. 

 
En razón a lo expuesto, proponemos 

que se modifique “El Decreto”, estable-
ciéndose la deducibilidad de las deudas 
documentadas debidamente, en cuanto se 
vinculen a la adquisición, construcción, 
reparación y mejoras de bienes afectos al 
impuesto, requiriéndose garantías reales 
únicamente para el caso de acreedores no 
domiciliados. 

7. NUESTRA CONCLUSION 
 

Luego de haber revisado críticamente 
las normas legales que regulan el impues-
to al patrimonio neto personal de las per-
sonas naturales domiciliadas en el país, 
nos atrevemos a sostener que dicho tribu-
to se encuentra bastante lejos de ser aquel 
mecanismo necesario para la medición de 
la capacidad contributiva.  Nuestra aspira-
ción es que exista un tributo al patrimo-
nio neto que plasme a través de la dispo-
siciones que lo regulan, aquellas concep-
ciones teóricas de carácter doctrinario 
que esbozáramos sucintamente al inicio 
del trabajo.  Sin embargo, el patrimonio 
neto personal creado por “El Decreto”, no 
tiene la condición de tal.  Creemos que se 
trata de un tributo que grava la diferencia 
entre “determinados bienes y algunas 
deudas”, lo cual evidentemente no consti-
tuye un “patrimonio neto personal”, sino 
que en el mejor de los casos, es parte de 
él. 

 
En tal sentido, entendemos que este 

tributo no considera la capacidad contri-
butiva y, por tanto, creemos que el Poder 
Ejecutivo no ha dado cumplimiento a la 
Ley N° 24750, mediante la cual se le 
otorgaron facultades legislativas para 
crear un impuesto al patrimonio neto 
personal que considere la capacidad con-
tributiva. 
 
RECOMENDACIONES 
 

1. El impuesto al patrimonio personal 
debe afectar todos los bienes del contri-
buyente, excepto aquellos que se excluyan 
por razones de incentivo o por factores de 
fiscalización. 

 
2. El impuesto al patrimonio neto 

personal debe contemplar como deudas 
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deducibles, aquellas que se encuentren 
fehacientemente documentadas y que se 
encuentren vinculadas con bienes inte-
grantes del patrimonio imponible. 

 
3. Ante la existencia de tributos que 

graven la renta y el patrimonio neto per-
sonal, la presunción de renta mínima 
contenida en la ley del impuesto a la renta 
carece de sentido.  Por consiguiente, las 
normas que la regulan deben derogarse. 

 
4. Nuestra legislación debe incluir 

como bienes afectos al impuesto las con-
cesiones mineras y el usufructo constitui-
do sobre bienes inmuebles, estableciendo 
en este último caso, mecanismos para la 
valuación del patrimonio del nudo pro-
pietario y del usufructuario. 

 
5. La valorización de acciones, inclui-

das las laborales no cotizadas en Bolsa, y 
de participaciones sociales debe efectuar-
se considerando sus derechos sobre las 
cuentas patrimoniales. 

 
6. Dentro del concepto crédito deben 

comprenderse las acreencias del contribu-
yente derivadas de la enajenación de bie-

nes afectos al impuesto. 
 
7. Deben establecerse reglas que per-

mitan al contribuyente no considerar, 
como bienes afectos, los créditos incobra-
bles.  Al efecto, pueden tomarse en cuenta 
las normas contenidas en la ley del im-
puesto a la renta, para la provisión por 
malas deudas. 

 
8. Deben incluirse como afectos al 

impuesto los bienes intangibles suscepti-
bles de registro, valorizándolos por su 
valor de adquisición, obtención o ingreso 
al patrimonio, reajustados por índices de 
corrección monetaria. 

 
9. Para la deducción de deudas de 

cargo de contribuyentes domiciliados no 
debe exigirse que se encuentren garanti-
zados por derechos reales, excepto cuando 
el acreedor tenga la condición de no 
domiciliado en el país. 

 
10. Las deudas de cargo de contribu-

yentes domiciliados, vinculada con la ad-
quisición, introducción de mejoras, fabri-
cación o reparación de bienes gravados 
con el impuesto, deben ser íntegramente 
deducibles.

 


